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idéntica la Magistratura de Trabajo de Almeria ha llegado a lina solución
distinta. El principio de seguridad jurldica no es invocable en amparo.
ni resulta aplicable al caso la jurisprudencia constitucional Que se cita
(STC 12/1989) referida a un supuesto en que se intentaba por el
I.N.S.S. revisar la cuantía de una pensión ya fijada en Sentencia anterior
fmn~ supuesto distinto al ahora contemplado. en el que se trata. sim·
plemente, de revisar la pensión concedida por el I.N.S.S.. sin inter·
vención judicial.

Ha de excluirse también de nuestro examen. por ser materia de
legalidad ordinaria cuyo conocimiento corresponde en exclusiva a los
órganos judiciales del orden social, la cuestión acerca de si las propuestas
de las actuales Comisiones de Evaluación de Incapacidades gozan o
no de la presunción de certeza que tenian reconocida las afirmaciones
de hecho emitidas por las extinguidas Comisiones Técnicas Calificadoras
(art. 120 L.P.L.). Por consiguiente. debemos ahora limitamos a examinar
la preslUlta wlneración del derecho a la tutela judicial efectiva por
falta de motivación de la Sentencia dictada por la Magistratura de
Trabajo desestimando la reclamación del recurrente interpuesta frente
a la decisión del I.N.s.S. Que modific6 la calificación de sus lesiones
y l~ Privó de la pensión de incapacidad qUe tenia reconocida.

3. Procede destacar que el presupuesto de hecho necesario para
que las entidades gestoras puedan realizar la revisión de oficio de las
declaraciones de invalidez y proceder. en el caso de una evolución
favorable en la patologia del beneficiario, a reducir o, incluso. suprimir
la prestación inicialmente concedida. consiste en la roejorla de las dolen·
cias y la correspondiente reducciQn de sus efectos invalidantes. y la
impu¡naci6n judicial de las resoluciones administrativas recaídas en
esos expedientes constituye instrumento imprescindible para garantizar
que- aquella privación de derechos por cambio sobrevenido de las cir·
cunstancias no se produzca sin la adecuada fundanlentaeión. En razón
de esa función de prantia que corresponde a los órganos judiciales
en estos procesos; es exigible a la Sentencia una motivación suficiente
que examine criticamente los fundamentos de la Resolución que se
impugna, para Degar a la conclusión de que realmente se ha producido
una evolución de las dolencias que justifique la reducci6n o supresión
de la prestación inicialme.nte reconocida.

4. En el caso. la Sentencia impugnada carece de una motivación
que. según lo dicho. seria nec:esaria para poner de manifiesto la realidad
de los fundamentos de la decisión adoptada Tratándose, como decimos.
de la impugnación de un acto de revisión de oficio de la anterior
declaración fume de invalidez pennanente. una motivación minimH.
del fallo exigia la referencia critica a los hechos y la valoración médica
contenidos en el expediente y en los que la decisión administrativa
se fundaba puesto que por medio de ellos habla de ponerse de manifiesto
la comparaci6n entre la dolencia inicial y la actual. determinante de
una consecuencia tan importante como un -cambio en la patologia
con miucción de los efectos invaUdantes. Asi resulta de la STC 15/ t 991.
donde se subraya la necesidad de fundamentación en e5tOScasos. Lejos
de ellO, la Sentencia ahora impUlPlada omit&-.cualquier consideración
acerca del acieno de 101 f\mdanientos del acto que se impugna, no
analiza los die1Amenes del expediente y la fundamentación de aquél
no ofrece argumento alSuno acerca de la valoración que el mismo

Sala Segunda. Sentencia J56/1992, de 19 de octubre.
Recurso de amparo 1.562/1990. Contra untencia del Juz­
gado de Instruccl6n núm. 10 de Barcelona. ('eca/da en
apelacl6n de la dictada por el Juzgado de Distrito número
J6 de la misma ciudad, en juicio de faltas seguido por
Imprudencia. Vulneracl6n del derecho a la tutela judie/al
tifecttva: fa/la de citación del recurrente.

La ,Sala- Sepndadel Tribunal Constitucional. compuesta por don
Luis López Guerra,. Prtlsidente: don Eugenio Diaz Eimi1" don Alvaro
RodtIaua Ilere\lo. don José Gabald6n L6pez. don Julio Diego González
Campos y don Caries Vivcr pt·Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo nÚID. 1.56211990. interpuesto por el Pro­
cwador don Luis Fernando Alvarez W'lcse. en nombre y representación
de don MaDuel Sinchez Feméndez. asistido del Letrado don Samuel
P6rez 00nzi1ez. contra la Sentencia del Juzgado de Instmcei6n núme·
ro 10 dO Barcelona. de 22 de diciembre de 1988. recaida en apeJación
de la pftlÍ1Wl_ por el entonces Juzgado de Dlstrllo núm. 16 de
la-.ciudad, en autos dejüiclo de faltas núm. 2.861/1982. seguidos
por imprudencia. Han sido partes el Ministerio Fiscal, la Comisión
Uquidadora de Entidades Aseguradoras. representada por la Procu.

y sus fundamentos te merecen y, para desestimar la demanda. se limita
aafinnar que el recurrente no ha probado sus alegaciones. Este único
argumento. aparte su laconismo y alejamiento de todo análisis del acto
cuya validez resuelve•. no guarda relación con el objeto del debate.
puesto que. al usar un fonnulario confIgurado para un supuesto distinto
al enjuiciado (reclamación frente a una declaración de invalidez y no
a una revisión de oficio de la misma) en realidad resuelve sobre esa
cuestión Y. por otra parte. ofrece como única razón la presunción.
de certeza (no desvirtuada) de las aftrnlaciones de hecho de las extin­
guidas Comisiones Técnicas Caüficadoras. sin tampoco argumentar
acerca del alcance actual de las efectuadas por las Comisiones de Eva·
luación de incapacidades. ni menos aún sobre las posibilidades de des­
virtuar los hechos en que se fundan.

La carencia real de motivación es. pues. patente y no principalmente
por su laconismo. sino por la desviación entre lo debatido (existencia,
se repite. de mejoria en las lesiones invaUdantes) y lo resuelto. que
se refiere a una calificación ex·novo de la innlidez como si de plan­
teamiento actual Se tratara y no de la mejorla de la anterior que el
recurrente negaba. El Magistrado de Trabajo. desviándose del objeto
de la litis (como demuestra la cita del arto 135 de la Ley peneral
de la Seguridad Social) basó su decisión exclusivamente en el acierto
de la calificación actual sin referencia alguna a los fundamentos de
la revisión de oficio, la cual «sólo puede ser alterada si se constata
efectivamente una sensible mejorla de la situación originaria» (STC
15/199 1) Y sin dar. en deftnitiva. una respuesta razonada y congruente
can la impugnación formulada por el demandante. Por consiguiente.
debe concluirse que la Sentencia de Magistratura de Trabajo impugnada
desconoció el derecho. del recurrente a la tutela judicial efectiva al
no motivar la desestimación de su pretensión como consecuencia de
haberlo hecho incongruentemente respecto de una cuestión distinta.
Procede. en consecuencia, la estimación del recurso.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA AUTO­
RIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Miguel López González
Y. en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva del recurrente.
2.d Anular la Sentencia de la Ma¡istratura de Trabajo de Almena

de 23 de junio de t 986. dictada en el expediente 2.262/1985.
3.° Devolver las actuaciones al Juz¡:ado de lo Social núm. 1 de

Almena. para que dicte nueva Sentencia suficientemente motivada y
congruente con la pretensión del actor.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a diecinueve de octubre de mil novecientos noventa
y dos.-Luis López Guerra.-Eugenio Diaz Eimil.-Alvaro Rodriguez
Bereijo.-José Gabald6n López.-Julio Dieso Oonzález Campos.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

radora doña Maria Teresa de las Alas Pumariño Larrat1aga y asistida
por el Letrado don EdmundoAn¡u1o Rodrl¡uez y don José Lanao
Cosculluela, representado por la Procuradora doi\a Ana Julia Vaquero
Blanco y asistido por el Letrado don Guillenno Claveria Almazor.
Ha sido Ponente el Magistrado don Julio Diego González Campos.
quien expresa el parecer de la Sala.

L Antecede.tes

1. El 22 de junio de 1990 ·tuvo entrada en el Registro General
de este Tribunal escrito por virtud del cual el Procurador de los Tri·
bunales don Luis Fernando Alvarez W'"1eII, actuando en nombre y
representaci6n de don Manuel Súlc:hez Fem6ndez. interponia recurso
de amparo contra la Sentencia pronunciada el 22 de diciembre de
1988 por el Juzgado de Instrucción mim. 10 do Barcelona, que revocaba
parcialmente la dictada por el Juzaado de Distrito núm. 16 de dicha
ciudad en el juicio de faltas nÚm. 2.86J/1982.

2. La demanda de amparo se funda, en sintesis, en los siguientes
antecedentes de hecho:

A) A raíz de un accidente de tráfico. el demandante fue condenado
por el Juzgado de Distrito núm. l6 de Barcelona. como autor de una
falta de improdencia simple cOIN'fiultado do lesiones y daños, a una
pena de 5.000 pesetas de multa, reprensiOn pdMda, un mes de privación
del penniso de conducir y costM. AsimiIlDO¡ a que indemnizase a
los perjudicados en cantidades que ascendiMla los 2.462.900 pesetas.
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con declaración de la responsabilidad civil directa de la Comisión Liqui­
dadora de la CompafUa de Seguros «CosetisrP.

B) Tanto la Comisión liquidadora de la Compadia de Seguros
como el demandante formularon recurso de apelación frente a la sen~
tencia., y ambos comparecieron. en tiempo y forma. ante el órgano
de la apelación -Juzgado de Instrucción núm. 10 de Barcelona- los
dias 6 de julio y 20 de junio de 198F. respectivamente. Dicho órgano
judicial. tras la formación del correspondiente rollo. ordenó mediante
providencia de 21 de septiembre de 1988, que. el Juzgado de Distrito
resolviese sobre la aclaración de la sentencia pedida por una de las
Partes. Y. una vez dietada la oportuna aclaración, que se devolviesen
los autos «para la tramitación de la apelación intcrpuesuu.

e) El 22 de diciembre de 1988. el Juzpdo de Instrucción núm..
10 de Barcelona dietó la Sentencia en apelación sin haber citado para
el acto de )a vista del recurso al demandante. quien tuvo conocimiento
de la misma al notificársele la tasación de costas practicada. _En dicha
Sentencia se estimó el recurso de apelación deducido por la Comisión
Liquidadora de la Compañia de Seguros y se dejó sin efecto la res-­
ponsabilidad civil directa de ésta declarada en la Sentencia de instancia.
manteniendo el resto de los pronunciamientos. ...

D) El actor solicit6 de inmediato -13 de febrero de 1989- la
nulidad de actuaciones, por haberse pronunciado la Sentencia sin haber
sido oído. y. en Auto el 18 de julio de 1989, se declaró no haber
"lugar a la nulidad solicitada. Contra el mismo, se interpuso recurso
de reforma que fue desestimado por nueva resolución de 31 de octubre
de 1989.

E) Tras acudir en queja ante la Audiencia Provincial de Barcelona.
su Sección Quinta, por medIo de Auto de 22 de mayo de 1990,
declaró mal admitido el recurso de queja sin entrar sobre el fondo
de la cuestión suscitada.

3. En su escrito de demanda, 'el actor considera que se le han
originado las dos siguientes vulneraciones constitucionales:

Prirnera.-Infracción del articulo 24.1 C.E.• al no haber sido citado
para la vista del recurso de apelación. lo cual le ha producido inde·
fensión. puesto que no, ha podido hacer valer su derecho ante el Juzgado
de Instrucción.

Segunda.-Infrac:c:ión del arto 24.2 C.E.• en relación con el derecho
fundamental a la presunción de inocencia, ya que se le condenó sin
ninguna prueba digna de ser tenida en cuenta, pues en ningún momento
quedó acreditado que el fallecimiento de la señora Planas. ocupante
del vehículo contrario. estuviera relacionado con el accidente.

Solicita que se cUete sentencia otorgando el amparo que postula
y que se declare la nulidad de las sentencias recurridas por haber
incidjdo en vulneración del derecho constitucional a la presunción de
inocencia. y, subsidiariamente. la de la sentencia de apelación por no
haber sido citado el recurrente a la vista de la alzada, retrotrayéndose
en este caso las actuaciones al momento en que debió ser citado.

Termina pidiendo que se suspenda la ejecución de las resoluciones
impugnadas. .

4. Abierto el trámite previsto en el art. SO.3 LOTC por providencia
de 17 de septiembre de 1990. tanto el demandante como el MiniJterio
Fiscal coincidieron en el contenido constitucional de la demanda. El
primero porque apreciaba la vulneración de los dos derechos "fbnda.
mentales que denunciaban en su demanda. y el segundo porque. aunque
no cúmpartia el criterio de la lesión del derecho constitucional a la
presunción de inocencia, sI consideraba que se había causado inde·
feDsión al recurrente al no habérsele citado para la celebración de
la vista del recurso y haberse dietado sentencia en segunda instancia
sin su audiencia.

5. En nueva providencia de 29 de octubre de 1990. la Sección
acordó, a tenor de lo dispuesto en el arto 50.3 LOTC. poner de manifiesto
de nuevo las actuaciones a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal
para que fonnulasen las aleaaciones pertinentes sobre la existencia de
la causa de inadmisión prevista en el wt. 50.1 a). en relación con
el arto 44.2 LOTC, consistente en 1)aber ejercitado el actor recursos
manifiestamente improcedentes en la vis judicial previa con la finalidad
de alargar el plazo para recurrir en amparo.

También en este caso tanto el demandante como el Ministerio Fiséal
coincideron en que la demanda no era extemporánea. pues el escrito
en solicitud de nulidad de actuaciones y los recursos posteriores de
reforma y queja no obedecieron a un propósito buscado de prolongar
el debate en sede judi~.

6. Mediante providencia de 10 de diciembre de 1990. la Sección
Cuarta de la Sala Selllnda de este Tribunal acordó admitir a trámite
la demanda de amparo presentada por el Procurador señor Alvarez
\Viesc en nombre y representación de don Manuel Sánchez Ferntlndez.
Y. en aplicación de lo dispuesto en el arto 51 LOTC. dirigir sendas
comunicaciones al JUzgado de Instrucción núm. 10 de Barcelona y
al Juzgado de Distrito núm. 16 de la misma ciudad para que remitiesen
certiflcación o fotocopia advetada del rollo de apelación y del juicio
de faltas en el que recayeron las sentencias impugnadas. Del mismo
modo. se interesó el emplazamiento de QUienes hubiesen sido parte

en el proceso judicial previo. a excepción del recurrente. para que
pudiesen comparecer en el recurso de amparo y defender sus derechos.

7. Por providencia de la misma fecha. se acordó fonnar la corres­
pondiente pieza separada de suspensión. Tras las alegaciones de las
partes, por medio de Auto de 28 de enero de 1991. se resolvió declarar
la suspensión de las sentencias en 10 atinente a las penas de reprensión
privada y privación del permiso de conducir. pero no en cuanto a
la multa y pago de las indemnizaciones; sin perjuicio. en este último
caso. de que si en el curso del proceso se despachase ejecución frente
al solicitante de amparo y no frente al Consorcio de Compensación
de Seguros pudiese aquél reiterar la petición de suspensión.

8." En escrito que tuvo entrada en el Registro General de este
Tribunal el 24 de enero de 1991,Ia Comisión Liquidadora de Entidades
Aseguradoras compareció en el presente recurso de amparo represen·
tada por la PrOcuradora dona Maria Teresa de las Alas-Pumariño Larra·
ñaga Y defendida por el Letrado don Edmundo Ansuto Rodriguez.
Por su parte, don Jose Lanao Cosculluela, parte perjudicada en el
procesojudicial. también compareció. mediante escrito de 11 de febrero
de 1992. asistido del Letrado don Guillenno Claveria Almanzor y
pidiendo se le designase Procurador de oficio a efectos de su
representación.

La. providencia de 28 de febrero de 1991 tuvo por personada y
parte a la Entidad Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras
y por personado al sefior Lanao Coscul1ueIa, a quien le fue designado
en tumo de oficío para su representación a la Procuradora doña Julia
Vaquero Blanco.

9. Una nueva providencia de 11 de .abril de 1991 "ordenó dar
vista de las actuaciones a las partes personadas y al Ministerio Fiscal
para que. por plazo común de veinte dias, presentasen las alegaciones
que estimaran pertinentes, conforme al art. 52.1 LOTC.

10. El 9 de mayo de 1991. presentó sus alepciones el demandante
aduciendo haber sido condenado por una falta que no cometió, ya
que en la intersección en la que se prodlijo el accidente detuvo su
vehículo y habia espacio suficiente para que pasara el otro coche. Asi­
mismo. señala que la persona fallecida murió casi un mes y medio
después del aceidente y que no existen pruebas en las actuaciones
que demuestren que dicho óbito acaeció a raiZ" de la colisión. Por
tales motivos, las sentencias impugnadas han vulnerado" el derecho
constitucio!1l\1 a la presunción de inocencia de) art. 24.2 e.E.

De otro lado. condenado el recurrente y la Comisión Liquidadora.
ambas apelaron la sentencia. Sin embargo. com~eidosambos ante
el órgano que debla resolver el recurso de apelación. no se notificó
la celebración del acto de la vista al demandante, y éste se celebró
con la única intervención de la Comisión liquidadora como apelante.
la cual se vio librada en la sentencia de la retponS8bllidad civil directa
a la que habia sido condenada, con perjuicio del actor. quien. a través
de esta sentencia, es el único responsable de los hechos. Solicitada
la nulidad de actuaciones. el órgano de apelac16n no dio lugar a la
misma pues imputaba al actor el no estar al tanto de las actuaciones.
cuando es únicamente el órgano judicial el raponsable de la indefensión
que se le ha capsado. se ha producido asi una wlneración del
arto 24.1 e.E.. al haberse originado la indefensión del recurrente.

Por todo eUo. termina pidiendo que se dicte Sentencia de con­
formidad con el suplico de )a demBJ:tda,

11. Con fecha 13 de mayo de 1991 tuvo entrada en el Registro
General del Tribunal el escrito de alegaciones presentado por la Comi­
si6n Liquidadora de Entidades Aseguradoras. TrN comenzar senalando
que la prestación de amparo ha de entenderse cIJri¡kIa contra las Sen­
tencias de instancia y apelación recaidas en el juicio de faltas
nmn. 2.861{l982 y no contra los autos que denopron la nulidad de
actuaciones pretendida, deduce que el recurrente ha consentido su falta
de diligencia como causa excluyente del resultado de indefensión. y
opone a la demanda, como circunstancia obstatiYa ,de ID estimación,
la extemporaneidad, En apoyo de ello cita la STC 51/1991, según
la cual la utilización del recurso de nulic18d de ldUaCiones contra
una Sentencia finne supone la utUizaciOnde un recurso inexistente
o manifiestamente improcedente que alarga indebida Y artificiahnente
el ,plazo de caducidad que. para recurrir en amparo, señala el arto
44.2 LOTe. El demandante debió de acudir directamente en amparo,
y no en solicitud de nulidad de actuaciones contra la Sentencia pro­
nunciada en apelación por el Juzgado de Insuueeión. Al no hacerlo
asi, han transcurrido los veinte días fljados por el indicado precepto,
méxime si se tiene en cuenta que los autos denegatorios de la nulidad
no han sido directamente impugnados.

El demandante. después de personarse ante el Juzaa,do de Instruc­
ción. dejó pasar un dilatado período de tiempo sin interesarse por
su recurso y pennitió la celebración de la vista sin que.~ le notificase
su señalamiento con el objetivo de alcanzar la prescrjpClOn o la demora
en la ejecución de la condena a través de un recIl1'IO de nulidad y
del amparo constitucional. En consecuencia. aparece plenamente jus·
tificada la apreciación del6rgano de apelación sobre la tllta de actuación
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:d.el recurrente como causa de exclusión de -la indefensión material
:¡ue este preconiza.

Asu.juicio carece de consisterlcia la alegada violación del derecho
fundamental ala'presunci6n'de- inocencia contenida en el arto 24.2
"::;.E.• ya que ha existido una actividad probatoria suficiente en el juicio
:1e faltas; Lo que pretende realmente el actor es que se revise la valoración
,robatona efectuada por el órgano judicial.

. Termina suplicando que se dicte Sentencia qUe deniegue el amparo
;olicitado.

12. En el escrito de -alegaciones presentado por el Ministerio Fiscal
II 13 de mayo de 1991. éste aftrnla que no es posible defender. dadas,
as pruebas practicadas. una lesión del derecho constitucional a la pre·
',unción de inocencia reconocido en el arto 24.2 e.E. Con independencia
le ello, considera que es en la falta de citación para la vista de apelación
londe hay que poner el -acento de este recurso, pues esta omisión
upone la privación al-demandante de la posibilidad de comparecer

defenderse. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional. sólo
a incomparecencia por voluntad expresa o tácita, o porneg1igencia

. mputable a la parte. puede justificar una resolución inaudita parte.
\. tal efecto, no considera aceptables las razones dadas en el Auto
lue declaró no haber lugar a la nulidad pedida, por cuanto no es
lOsible cargar sobre la parte lo que 5610 es imputable al propio Juzgado,
s decir. la falta de citación de aqu~l :PIll1l la vista del recurso.

Al no haber sido citado, el recurrente para su comparecencia en
'icho acto y habef$C visto perjudicado por la Sentencia condenatoria
,ue se dietó, es evidente que se le ha causado una efectiva indefensión.

asi se deduce de las mismas respuestas judiciales a su recursO.
En consecuencia, el Fiscal interesa que se dicte Sentencia otorgando

1 amparo pedido respecto al derecho ,a la tutela judicial efectiva y
ue se anule la Sentencia de apelación retrotrayendo 'el proces<;> al
lomento en que la parte ahora recurrente debió ser citada a la vista
el recurso.

13. Por providencia de 24 de septiembre de 1992" se acordó sei\alar
ara la deliberación y votación de la presente Sentencia el 19 de octubre
guiente.

II. Fundamentos jurídicos

l. Una doble wIneración de derechos fundamentales plantea el
:tor en su demanda: la del derecho constitucional a la presunción
: inocencia (art. 24.2 C.E.) y la del derecho a la tutela judicial efectiva
Je ampara el art. 24.1 C.E. La primera lesión se habría producido

, Jr haberse -dietado una Sentencia condenatoria contra él a pesar de
, a su juicio. inexistente actividad probatoria de cargo que permita
lndarla. La segunda vendria originada por el hecho de no haber sido
tado para la celebración de la vista del recurso de apelación, que

, ¡bit fonnulado contra la Sentencia de instancia. a pesar de haberse
:rsonado en tiempo y forma ante el órgano· que debia decidirlo.

Ambas violaciones no pueden ser, sin embargo, decididas por sepa~
do y con independencia la una de la otra, pues, al afectar la segunda
aspectos de derecho procesal que tocan a la validez de la Sentencia
clÚda en IeIUI1da instancia. sólo si_ partiésemos de una corrección
Institucional en la emisión de ésta podrtamos examinar, a continuación,
la Sentencia recatda' ha ftmdado la condena en una auténtica prueba
: cargo capaz de destruir la presunción de inocencia. De lo contrario.
)s encontrariamos con que el 6rpno de la alzada no se habria podido
'onvnciar sobre la pretendida ausencia de prueba de carso porque
preterición del recurrente en el acto de la vista. debido a la omisión

~ su citación. impidió a éste alepr y. fundar este motivo de impug­
lción. La naturaleza subsidiaria del recurso de amparo desaconsejaria,
lemas, hacer un pronunciamiento sobre aquello que los órganos judi~

úes no han resuelto aún. puesto que de comprobarse una infracción
, las nonnas, procesales denunciada con un alcance constitucional
tenninante de la nulidad' del acto de la vista y de la Sentencia de
-elación, tal y como pretende el recurrente, no se habria producido
¡ agotamien.to do los recursos utilizables en via judicial.
. Asi pues,~ correcto amUisis de 19S motivos de amparo exige comen~
r por el de la lesión denunciada del derecho constitucional a la
tela judicial efectiva, plasmado en el arto 24.1 C.E.

2. Antes de ello conviene. sin embargo, dar respuesta a la cuestión
scitada por la representaci6n de la Comisión Liquidadora de Entidades

Seguros acerca de la extemporaneidad de la demanda Sostiene
;ha representación que la utilización por el actor de un recurso impro­
íente, como es el de la nulidad de actuaciones. supone un alargamiento
:ificial del ,plazo para recurrir en amparo que ha dado lugar a la
~sentaci6n de la demanda fuera del, plazo previsto en el arto 44.2
lTC.
En relación COn la nulidad de actuaciones este Tribunal ha dejado

tente (asi en el ATe 233/1992) que a la vista del arto 240.2 LOPJ.
ya validez quedó definitivamente despejada por la STC (Pleno)
5/1990, una petición de esta naturaleza, después de haber recaído
ntencia definitiva. ,es manifiestamente improcedente. Pero también
mas tenido ocasfon de matizar esta categórica afinnación (SSTC

130/1992 y 13111992)_ en el sentido de que la inidoneidad del cauce
procesal utilizado por la parte para subsanar la indefensión producida
no puede llevarnos a consfderar que ha existido un alargamiento artificial
del plazO para recurrir en amparo que determine suextemporaneidad.
pues el hecho de que el incidente de nulidad de actuaciones se suscitara
en un periodo anterior a la doctrina sentada por este Tribunal Cons­
titucional en la STC 185/1990 impide que pueda considerarse la con·
ducta procesal de la parte· como una maniobra meramente dilatoria.
y notoriamente improcedente.

Un estudio de las actuaciones remitidas por los órganos judiciales
revela que el actor instó la nulidad de actuaciones el 13 de febrero
de 1989 y que la resolución judicial denegatoria de dicha declaración
de nuüdad (Auto de 18 de julio de 1989) reconoce que se ha producido
a aquel «una infracción involuntaria del principio de defensa». Pues
bien, tomando como referencia la fecha en que se ejercitó la repetida
acción de nulidad (13 de febrero de 1989).. resulta claro que la misma
es anterior a nuestra STC 19511990. y que, lógicamente, su contenido
no podIa ser conocido en el momento en que el aetor acudió ante
el Juzgado de Instrucción.

No son compartibles. por lo demás; los razonamientos expuestos
en el Auto desestimatorio de la nulidad, en el sentido de que el deman­
dante se despreocupó del recurso de apelación por él interpuesto. Lo
cierto es que éste recurrió la Sentencia y se personó como parte apelante
ante el órgano de segunda instancia, es decir. verificó todas y cada
una de las actuaciones procesales a que estaba obligado por la Ley
de Enjuiciamiento Criminal y si aquél no fue citado para su como
parecencia al acto de la vista del recurso; ello se debió a una omisión
del órgano judicial que no puede ser imputada al recurrente.

Al no constatarse una maniobra dilatoria o improcedente en la
nulidad instada por el actor, es evidente que carece de base la pretendida
extemporaneidad de la demanda.

3. Entrando ya en el fondo de la queja fonnulada por el recurrente
en amparo con base en el arto 24.1 C.E., de los hechos expuestos
anterionnente se desprende con claridad la indefensión padecida. que
vulnera este precepto constitucional. En efecto, en el contexto del
arto 24.1 C.E. la indefensión se caracteriza por entrañar «una privación
o una limitación del derecho de defensa. que cuando se produce por
actos de los órganos judiciales supone una «mengua del derecho de
intervenir en el proceso en el que se ventilan intereses concernientes
al sujeto. (STC 48/1984). y como reiteradamente ha declarado este
Tribunal, por constituir una manifestación de un principio esencial
de todo proceso. «la posibilidad de indefensión puede apreciarse en
cada instancia•• pues en cada una de ellas ha de preservarse el derecho
constitucional a la defensa (SSTC 28/1981, 84/1986 y 102/1987. entre
otras); siendo posible, por tanto, que el recurrente quede indefenso
durante el desarrollo de un recurso, como aqui ha ocurrido.

También hemos dicho. con igual reiteración, que la falta de citación
para ser oido «en un acto o trámite tan importante como el de la
vista de un recurso, donde se han de alqar las razones de la defensa
de la parte. supone infringir el principio de contradicción propio de
la tutela judicial efectiva en su aspecto Inés esencial. (asi. en la
STC 14/l986). y en supuestos en los que la demanda de amparo
se basaba. como acontece en· el .presente l;8SO, en el hecho de no
haber sido citado el apelante por el órgano judicial a la vista de la
apelacióll interpuesta por el mismo. este Tribunal ha declarado que
era indudable que la falta de citación del apelante al acto de la vista
de la apelación es, en principio. causa de indefensión por impedirle
conocer que dicho acto va a celebrarse en un determinado dia y hora,
priviuldolo asi del derecho a comparecer e intervenir en el mismo
para defender su pretensión impugnatoria de la Sentencia que ha recurri·
do (SSTC 102/1987 y 77/1987. entre otras).

En el presente caso, la certeza de la falta de citación por el órgano
judicial (STC 102/1987) no suscita difiCultad a(¡una en su compro­
bación, puesto que este extremo se evidencia claramente de las actua~

ciones judiciales en el recurso de apelación Y. además, fue reconocido
expresatfiente en la resolución denegatoria de la nuUdad de actuaciones
instada por el hoy demandante en amparo. al atinnarse que habia
existido «una infracción involuntaria del principio de defensa» por no
producirse la 'Citación para el acto de la vista del recurso. Asimismo.
no puede ponene en duda que la omisión de dicho trámite procesal
es sólo imputable al órgano judicial. a quien corres,pondía' llevarlo a
cabo para que no quedase vulnerado el derecho de defensa del entonces
apelante. Por lo que en el presente caso es patente que no ha existido
ni voluntad expresa o tácita del recumnte en amparo ni negUgencia
imputable al mismo que pueda justificar una resolución Inaudita parte
(SSTC 112/l987 y 6611988. entre otras). como ha sostenido el Minis­
terio Fiscal en su escrito de alegaciones.

4. Reconocida la vulneración del derecho a la tutela judicial efec~

tiva, producida al recurrente a raíz de la falta de su citación para
asistir a la vista del recurso de apelacióD interpuesto por él contra
la Sentencia recaida en el juicio de fattas., se hace innocesario, como
ya apuntamos al Principio. el examen de la se¡unda de las vulneraciones
denunciadas, pues el alcance que haya· de 'dane a l. est:irnación del
presente recurso de amparo no ha de sar otro que 'el de retrotraer
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las actuaciones al momento anterior a la citación para la vista del
recurso de apelaci6n. con el objeto de que ésta pueda celebrarse con
asistencia de las partes comparecidas, de tal manera que puedan fonnular
en ella las alegaciones y motivos de impugnación que estimen con·
veniente en defensa de sus derechos. incluida la pretendida lesión del
derecho constitucional a la presunción de inoCf':ncia sobre la que el
órgano de apelación aún no se ha pronunciado.

FALLO

1.° Reconocer al recurrente su derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión.

2.° Anular la Sentencía del Juzgado de Instrucción núm. 10 de
Barcelona, de fecha 22 de diciembre de 1988. recaida en apelación
del juicio de faltas núm. 2.861/1982 del entonces Juzgado de Distrito
núm. 16 de la misma ciudad..

3.° Retrotraer las actuaciones al momento anterior a la citación
para la vista del recurso de apelación. a fin de que ésta pueda celebrarse
con citación de todas las partes comparecidas.

En atención a 10 expuesto, el Tribun'a1 Constitucional. POR LA AUTO­
RIDAD QUE LE CONFIERE LA CONsrrruCIÓN DE LA NACIÓN ESPANOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don Manuel Sánchez
FCl"':lández y. en su virtud:

Publiquese esta Sentencia en el tBoletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de octubre de mil novecientos noventa
y dos.-Luis López Guerra.-Eugenio Diaz Eimil.-Alvaro Rodriguez
Bereijo.-José Gabaldón López.-Julio DieloGonzález Campos.-Carles
Viver i ~i-Sunyer.-Firmados y rubricados.

l. Antecedentes

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

..~ -
4. El 26 de octubre siguiente compareció y formuló alegacione··

acompañadas de documentación. el Consejo de Gobierno de la Coro',

tantiva de tales asociaciones, y por tanto del derecho de asociación.
lo que incuestionablemente es competencia exclusiva del Estado.

Que el titulo genérico «juventud» debe ceder en este Caso ante el
mucho más específico ..:asociaciones» parece indudable a la vista del
objeto del Decreto. que regula las Asociaciones Juveniles como tales
asociaciones y aspectos esenciales de su régimen asociativo. Y que
eno no se realiza a efectos de posibles medidas de apoyo o fomento
reselta nitidamente de la norma. que no las contiene, }' con mayor
claridad de su articulado. Asi. el arto 2.1 contiene sin duda una regulación
general y coactiva, a todos los efectos. de los aspectos esenciales del
régimen legal de estas asociaciones (<<constitución, inscripción. modi­
ficación, extensión, organización y funcionamientolt). El art. 3 regula
minuciosamente los requisitos constitutivos. con inclusión entre ellos
de la inscripción en el Registro: el art. 4 las menciones obligatorias
de los Estatutos; el arto 5 su inscripción registral; el 6 los libros obli­
gatorios, el 7 y el 8 la suspensi6n y disolución de las Asociaciones.
y la Disposici6n transitoria. para despejar cualquier duda, establece
la obligatoriedad de adaptar Jos Estatutos de las Asociaciones existente~

y solicitar la inscripción de las mismas en cualquier caso.
Es evidente que una regulación do estal caracteristicas es com­

petencia exclusiva del Estado. ex ~!1. 149.1.1 C.E.. al tratarse de ur,
dere'cho fundamental. cuya regulación debe realizarse además por Le)
Orgénica, lo que defmitivamente sustrae esta regulación a la competencif
de las Comunidades Autónomas. Todos los aspectos regulados sor
esenciales para el ejercicio del derecho f\mdamental de asociación (STe
25/1981). Puede observarse. además. una violación de las bases qUt
sobre esta materia pueden inducirse de la Ieslslación preconstituciona
(Ley 191/t964. de 24 de diciembre. Deoreto 1.440/1965. de 20 d.
mayo. y Real Decreto 3.481/1977. de 16 de Cliciembre. vigentes er '
cuanto no se opongan a la Constitución) y de la propia Constitución
En concreto, cabe sei\alar el carácter constitutivo que el Decreto impug·
nado otorga a la inscripción registra1, en contra del criterio del art
22.3 C.E. En .cqnjunto, la capitalidad de las materias reguladas. el
relación con el ejercicio del derecho fundamental de asociación. jus
tifican la impugnación de la totalidad del Decreto traido al conflicto

Concluye el Abopdo del E;stado su aloptO éOn la súplica de qUI
se dicte Sentencia que declare la titularidad estatal de la competenci;
controvertida y la anulación de la disposición recurrida. Mediante otrosi
solicita asimismo que. habiéndose invocado expresamente por el GobieI
no el arto 161.2 C.E.. se acuerde la suspensión de la vipncia y aplicaciól
del Decreto impugnado.

3. Por providencia de 25 de septiembre de 1985,1a Sección Primer
del Tribunal acordó: 1.0) admitir a Uári1ite el confticto planteado: 2.°
dar traslado de la demanda y documentos presentados al Consejo d
Gobierno de la Comunidad Autónoma de las J.... Baleares. por cor
ducto de su Presidente, al objeto de que en el plazo de veinte día
y por medio de la representación procesal que detennina el arto 82.
de la LOTC. aportase cuantos documentos y alepciones consideras
convenientes; 3.°) dirigir oficio al Presidente de la Audiencia Tenitorif
de Palma de Mallorca para conocimiento de la saJa de lo Cantel
cioso--Administrativo de la misma. por si ante eOa estuviera impugnad
o se impugare el Decreto 29/1985. en cUyo caso habria de suspenders
el curso del proceso hasta la decisión del conflicto. según dispon
el art. 61.2 de la LOTe; 4.°) tener por invocado por el Gobiern
el arto 161.2 C.E.• lo que, a su tenor y conforme establece el sr
64.2 de la LOTC. producia la suspensión de la vlsencia y aplicació
del indicado Decreto desde la fecha de formalización del COnflictl
lo que se comunicarla al Presidente del Consejo de Gobierno de 1

. CA de las Islas Baleares, y 5.°) publicarla formaUzación del conflict
y la suspensión acordada en los Boletines 0ftciaIes del Estado y C·
Baleares. pard general conocimiento.

Pleno. Sentencla- 157/1992. de 22 de octubre. Conflicto
positivo de competencia 825/1985. Promovido por el Gobier·
no de la Nación en relación con el Decreto 29//985. de
18 de abril. del Consejo de Gobierno de la CA. de /as
Islas Baleares sobre constitución y funcionamiento de Aso-­

.elaciones juveniles.

25294

El Pleno del Tribunal Constituc.ional. compuesto por don Miguel
Rodriguez·Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente; don Luis López Guerra.
Vicepresidente. don Fernando Garcia·Mon y González-Regueral, don
Carlos de la Vega Benayas. don Eugenio Díaz Eirnll, don Alvaro Rodri­
guez BereÜo. don José Vicente Gimeno Sendra, don José Gabaldón
L6pez. don Rafael de Mendizábal Allende. don Julio Diego Gonzá1ez
Campos. don Pedro Cruz Villalón y don Caries Viver Pi-Sunyer. Magis­
trados. ha pronunciado

1. El 16 de septiembre de 1985, el Gobierno de la Nación. repre­
sentado por el Abalado del Estado, presentó ante este Tribunal escrito
de planteamiento de conflicto positivo de competencia frente al Consejo
de Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Islas Ba1eares en
relación con su Decreto 2911985, de 18 de abril. sobre constitución
y funcionamiento de Asociaciones Juveniles. publicado en el
tB.O.C.A.I.B.•• núm. 13, de lO de mayo de 1985. haciendo elrecurrente
invocación expresa delart. 161.2 de la Constitución.

Previamente. y con fecha de 10 de julio de 1985, el Consejo de
Ministros habia acordado diri¡ir al Consejo de Gobierno de las Islas
Baleares requerimiento de incompetencia respecto de la disposición
mencionada. Tal requerimiento se consideró no atendido, por falta
de contestación. en la reunión del ConsejQ de Ministros celebrada
el 11 de septiembre si¡uiente, resolviéndose el planteamiento del pre·
sente proceso constitucional.

2. En su escrito impugnatorio. el Abogado del Estado principia
por observar que el Pretmbulo del Decreto objeto del presente conflicto
sitúa a la norma en el seno de la competencia de «fomento de la
cooperación juvenil en el ámbito territorial de las Islas Baleares» y
en la de «apoyo del desarrollo de la actividad asociativa juvenil. asi
como el fomento de la participación de la juventud en la vida social
del ámbito territorial de las Islas Baleares». enmarcadas en la com­
r.etencia exclusiva de la Comunidad en matcria de juventud (art. 10.11
del Estatuto de Autonomia) y traspasadas por el Real Decreto
4.101/1982. de 29 de diciembre. Sin embargo, el Decreto recurrido
no regula las asociaciones juveniles a efectos de fomento y promoción.
como podria pensarse a la vista de su arto 1.1. que contiene la expresión
«8 los efectos del presente Decreto». No existe en él un sistema de
ayudas o subvenciones condicionadas a ciertos requisitos asociativos.
como válidamente podría haber regulado la Comunidad Autónoma.
Por el contrario. nos encontramos ante una clarisims regulación sus-

En el conflicto positivo de competencia núm. 825/85, promovido
por el Gobierno de la Nación. representado por el Abogado del Estado.
respecto del Decreto 29/1985, de 18 de abril, del Consejo de Gobierno
de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares sobre constituci6n
y funcionamiento de Asociaciones Juveniles. Ha sido parte el citado
Consejo de Gobierno. representado por el Abogado don Pedro A.
Agui1ó Monja. y Ponente el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer,
quien expresa el parecer del Tribunal.


